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ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, tres de abril de dos mil nueve                             
Acta N° 051 de abril 3 de 2009.

La Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira se reunió para proferir sentencia de segunda instancia en la acción de tutela iniciada por Diego Antonio García Mejía contra la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino, y proveniente del Juzgado Primero Laboral del Circuito. 
El proyecto presentado por el ponente, aprobado por los restantes Magistrados de la Sala, fue discutido como consta en el acta a que se refiere el encabezamiento.

Presenta la parte actora en la acción de tutela, los siguientes,
HECHOS

1- El demandante se vinculó al Instituto de Seguros Sociales, como trabajador oficial.
2- Al escindirse el Instituto de Seguros Sociales y pasar a la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino, ingresó como empleado público.
3- La accionada le reconoció al actor, mediante Resolución 1131 del 15 de marzo de 2005 pensión de jubilación, en una cuantía del 75% del promedio de lo devengado en el último año.
4- Decisión recurrida por el tutelante, solicitando reajuste del 100% de la pensión.

5- La E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino, respondió negándole el derecho, pues no hubo continuidad en el servicio, sino cambio de entidad, además de no existir ya convención colectiva.

DERECHOS VULNERADOS

Presenta como violados los derechos fundamentales al trabajo y debido proceso.
PRETENSIONES

Que se ordene a la accionada, modificar la Resolución N° 1131 del 15 de marzo de 2005, y se le reconozca el 100% de la pensión de jubilación.
PRECEDENTES

La acción de tutela fue presentada al Juzgado Primero Laboral del Circuito, quien por auto de fecha febrero 11 de 2009, fl. 21, la admitió y dio traslado a la demandada por dos (2) días, para contestarla, fl. 21.

La accionada responde la acción de tutela, fls. 24 a 36, diciendo que en el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, obra sentencia ejecutoriada por los mismos hechos, gozando el tutelante de una mesada pensional de $4.309.093.
Expresa que por ser la tutela subsidiaria no es el Juez Constitucional el llamado a reliquidar pensiones, sin que pueda usurpar la competencia que corresponde a otras autoridades, concluyendo que ningún derecho fundamental ha violado al promotor de esta tutela.

La Juez a quo dicta sentencia de primera instancia, el 24 de febrero de 2009 en la cual negó las pretensiones de la acción de tutela.

Inconforme con tal decisión el accionante impugna la sentencia, citando algunos pronunciamientos de la Corte Constitucional y diciendo que el actor fue trasladado automáticamente del Instituto de Seguros Sociales a la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino, por lo cual su jubilación corresponde al 100%, pues la continuidad en la relación laboral de las personas que venían trabajando en el Instituto de Seguros Sociales y pasaron a Empresas Sociales del Estado, implica la continuidad de derechos derivados de la convención colectiva de trabajo vigente.
CONSIDERACIONES

El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.
En relación con la acción de tutela y las pensiones, la tesis es la de la improcedencia, salvo casos especiales.

Al respecto ha dicho la Corte Constitucional en sentencia T – 796 del 12 de septiembre de 2003, que:

“La tutela no constituye pues, por regla general, el mecanismo idóneo para ventilar conflictos de carácter laboral o económico, ni para ordenar por ejemplo, nivelaciones salariales o el reconocimiento y pago de factores salariales y prestaciones en la medida en que para tales pretensiones, los interesados deberán acudir ante los jueces comunes del trabajo o ante la jurisdicción de lo Contencioso – Administrativo, a menos que se trate de evitar un perjuicio irremediable.”

Y solo excepcionalmente, en caso de sujetos especiales de protección, menores, o personas de la tercera edad, que se les afecten derechos fundamentales, como por ejemplo el mínimo vital, o la vida digna, procede directamente la tutela, por ser insuficientes los mecanismos ordinarios de protección judicial. Situación que no se alegó.

O en el caso de existir un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras se decide el proceso ordinario, lo cual no es materia de estudio en este proceso.

La razón de lo anterior se debe a que la tutela es subsidiaria y no procede para modificar las normas que señalan las competencias de los jueces, ni para iniciar procesos alternativos o sustitutivos de los ordinarios o especiales.

Además de que normalmente no es posible, que en escasos diez días, el Juez tenga los elementos necesarios para decidir, lo que solo se logra en el proceso ordinario, cuyos términos son mayores.

A su vez en sentencia T – 038 de 1997, con ponencia del Magistrado Hernando Herrera, se dice:

“En efecto, al Juez de Tutela no le corresponde señala el contenido de las decisiones que deben tomar las autoridades públicas en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, como las de reconocer una pensión, pues fuera de carecer de competencia para ello, no cuenta con los elementos de juicio indispensables para resolver sobre los derechos por cuyo reconocimiento y efectividad se propende. En este sentido ha sido clara la jurisprudencia de la Corporación en indicar que los fallos emitidos en materia de acción de tutela no tienen virtualidad para declarar derechos litigiosos, menos aún cuando de estos se predica su carácter legal.

El Juez de la tutela no puede, entonces, reemplazar a la autoridad competente para resolver aquello que le autoriza la ley, sino que su accionar es un medio de protección de derechos propios de la persona humana en su primacía. Por ello, no es pertinente como sí ocurre en el presente asunto formular la acción de tutela, por cuanto supone desconocer los medios ordinarios para dirimir controversias acerca de la titularidad de una pensión de jubilación.”
De otra parte, en la contestación de la demanda, fl. 28, punto 17, se dice:

“Así mismo, es necesario informarle que el señor Diego Antonio García Mejía, tramitó ante el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, radicado 000487-2006, reclamación del incremento pensional con aplicación de los beneficios convencionales, el cual fue desfavorable a las pretensiones señaladas por el actor.”

Este Despacho requirió al Juzgado Tercero Laboral del Circuito, para que remitiera el proceso ordinario laboral, radicado al número 2006-0487-00, en el cual actúa como demandante Diego Antonio García Mejía y demandada la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino, fl. 92.
El juzgado citado, contesta al folio 98, expresando que tal proceso “fue remitido el 23 de noviembre de 2006 a los juzgados administrativos de la ciudad, por competencia.”

A su vez la Oficina de Reparto, informa que en sus libros figura el proceso citado en poder del Juzgado Tercero Laboral del Circuito, fl. 94.

De lo dicho se deduce que fue imposible localizar el expediente y no se pudo practicar inspección judicial al mismo.
Cabe observar, que la parte actora tiene la obligación de presentar los hechos relevantes e importantes del proceso y sin embargo no lo hizo, pues fue la accionada la que informó al contestar la demanda, sobre la existencia del proceso.

Lo cual constituye una razón de más para declarar improcedente esta tutela, pues si el proceso está en trámite, no procede la tutela por ser subsidiaria y si ya terminó solo hay lugar a alegar una vía de hecho.

Sobre este punto ha dicho la Corte Constitucional en sentencia T – 001 del 3 de abril de 1997, lo siguiente:

“La acción de tutela no ha sido consagrada para provocar la iniciación de procesos alternativos o sustitutivos de los ordinarios, o especiales, ni para modificar las reglas que fijan los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni para crear instancias adicionales a las ya existentes, ni para otorgar a los litigantes la opción de rescatar pleitos ya perdidos, sino que tiene el propósito claro y definido, estricto y especifico, que el propio artículo 86 de la constitución indica, que no es otro diferente de brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo, de los derechos fundamentales que la Carta le reconoce …”

De donde se concluye, que es del caso declarar improcedente esta acción de tutela, por las razones ya expresadas.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución.

FALLA

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de primera instancia, por lo expresado en la parte motiva.
SEGUNDO: ENVIESE lo más pronto posible a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
TERCERO: REMITIR copia de esta sentencia al juzgado de primera instancia.
CUARTO: NOTIFIQUESE a las partes esta decisión por el medio mas idóneo.


Notifíquese y Cúmplase.


Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Con permiso
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO
Secretaria
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